Acción de tutela de primera instancia
Radicado: 66001 22 04 003 2020 00097
Accionante: Lorena del Carmen Díaz Tapias
Titular: William de Jesús Vélez Marín 
Accionados: J3PMS y otros 
Asunto: improcedente

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / CARACTERÍSTICAS DE LA TUTELA / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR ACTIVA / AGENCIA OFICIOSA / PERSONA PRIVADA DE LA LIBERTAD / REQUISITOS / IMPOSIBILIDAD DEL AGENCIADO PARA INTERPONER LA TUTELA.
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acción u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992… la tutela es subsidiaria, en cuanto no procede cuando el ordenamiento prevé otro mecanismo para la protección del derecho invocado; residual, en la medida en que complementa aquellos mecanismos previstos en el ordenamiento que no son suficientes o que no resultan verdaderamente eficaces en la protección de los derechos fundamentales e informal, porque se tramitan por esta vía las violaciones o amenazas de los derechos fundamentales que dada su evidencia y simplicidad no requieren la confrontación propia de un proceso ante la justicia ordinaria…
Ahora bien, el Decreto 2591 de 1991 en su artículo 10 consagró lo relativo a la legitimidad e interés para promover la acción de tutela, así: “La acción de tutela podrá ser ejercida, en todo momento y lugar, por cualquiera persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien actuará por sí misma o a través de representante…
La jurisprudencia constitucional con relación a la agencia oficiosa, también señala que en los casos de las personas privadas de libertad merecen una “interpretación generosa no solo en atención a que el sistema penitenciario fue declarado en un estado de cosas inconstitucional”, sino porque los reclusos tienen limitados algunos de sus derechos fundamentales…
… en la Sentencia T-406 de 2017 la Corte Constitucional reconoció la  procedencia de la agencia oficiosa, cuando se evidencia la imposibilidad del agenciado para interponer la acción de tutela…

De conformidad con la jurisprudencia antes relacionada, esta Sala considera que la señora Lorena del Carmen Díaz Tapias no está legitimada por activa para solicitar el amparo de los derechos fundamentales a la salud, vida digna, petición, acceso a la administración de justicia y debido proceso invocados a nombre del señor William de Jesús Vélez Marín, aun cuando en la demanda de amparo manifestó obrar en calidad de agente oficiosa de su esposo, toda vez que de las pruebas allegadas no se puede inferir que el señor Vélez Marín se encuentre imposibilitado o tenga dificultades para interponer la acción de tutela en nombre propio…
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira,  diecisiete  (17) de julio  de dos mil veinte (2020)

Aprobado por Acta No.528
Hora: 3:00 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Se procede a resolver lo concerniente a la acción de tutela interpuesta por la señora Lorena del Carmen Díaz Tapias, identificada con la cédula de ciudadanía No.1068810627, quien dijo actuar como agente oficiosa de su esposo, señor William de Jesús Vélez Marín, identificado en la cédula de ciudadanía No.71.172.165, el cual se encuentra detenido en la cárcel de varones de Pereira en el patio No. 3 y teniendo en cuenta que por la pandemia los PPL está aislado de la familia, y los  servicios como correspondencia  está limitada y  porque está enfermo, en contra del Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC, Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelario USPEC, la Fiduprevisora y el Director del establecimiento carcelario y penitenciario de Pereira, señor Jorge Iván Osorio Aguirre o quien haga sus veces, por considerar vulnerados los derechos fundamentales a la salud, vida digna, petición, acceso a la administración de justicia y debido proceso.
2. RESUMEN DE ANTECEDENTES

 

2.1. Del extenso escrito de la demanda de tutela, se advierte que la señora Lorena del Carmen Díaz se encuentra preocupada ante los altos índices de contagio que se han generado a nivel mundial y local por causa del virus denominado Covid-19, señalando la actora que al momento de instaurar la presente acción, la cifra había aumentado a más de 97.846 casos confirmados en Colombia y que en Pereira hay 104 en el centro penitenciario de varones la 40 de Pereira, por lo que algunos presos han manifestado su ansiedad ante la propagación del virus, toda vez que se trata de  una población vulnerable conforme a la declaratoria del estado de cosas inconstitucional declarado por la Corte Constitucional desde el año 2013, por lo que los internos se sienten indefensos y temerosos frente a la pandemia, ya que no disponen de medicamentos ni acompañamiento médico para afrontarlo ante un contagio masivo de la pandemia y por estar en  hacinamiento.
La señora Lorena del Carmen Díaz de manera general y abstracta menciona: i)  que los presos han exigido al Gobierno Nacional que tome medidas urgentes para que garanticen sus derechos fundamentales, ii) el  21 de marzo de 2020 las cárceles de Colombia fueron protagonistas de varios enfrentamientos entre el personal del INPEC, por lo que exigen la prisión domiciliaria para afrontar esta crisis; iii) los centros de reclusión con la llegada del COVID-19 representan un peligro inminente, no solo para el personal del INPEC y sus familias, sino también para la población carcelaria, que ronda las 123.451 personas, máxime que  en “la 40” no hay condiciones dignas en temas de atención en salud, por no contar con la infraestructura para ello y además la atención es precaria por la prestación del Operador Fiduprevisora y donde llegase a tener contagio dicho establecimiento estaríamos frente a una situación de extrema vulnerabilidad y de muerte masiva; iv) al momento existen más de 1532 reclusos contagiados y DOCE (12) muertos ocasionados por el COVID-19. Así mismo, existen reclusos contagiados en la cárcel las Heliconias de Florencia y en el complejo carcelario y penitenciario metropolitano  de  Bogotá  (la  Picota)  y  Picaleña  y  otros.
La señora Lorena del Carmen Díaz aduce que en “la 40” no hay casos activos por lo que los internos están expuestos al ingreso del virus, lo cual sería nefasto para su cónyuge William de Jesús Vélez, de tal manera, que el 17 de abril de 2020  se envió un correo electrónico el solicitando que se le otorgara la prisión domiciliaria transitoria por el COVID-19, la cual fue negada y en ese mismo escrito se pidió le fuera estudiada la concesión de la prisión domiciliaria como padre cabeza de hogar, sin tener respuesta al respecto.  Así mismo, el 9 de marzo de 2020 se había radicado en el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira una acumulación jurídica de penas, sin que ese despacho hubiera dado respuesta, lo que consideró una  vulneración al acceso a la justica y al debido proceso del señor William de Jesús Vélez.
La accionante insiste que el señor William de Jesús Vélez Marín está condenado, sin indicar por cual delito, pero que sus procesos y solicitudes ante el juzgado de ejecución de penas no avanzan, lo dificulta el acceso a la justicia, además en las cárceles no hay sistemas virtuales que permitan que los internos pueda acceder de forma virtual a los juzgados y es por esto que como esposa se ve en la obligación de exigir por sus derechos, máxime que su cónyuge está enfermo con  problemas de hernias y demás problemas de salud que necesitan atención con especialistas de forma extramural porque en la cárcel la 40 no hay atención por especialistas y las remisiones no las hacen y esto ha dificultado su mejoría medica sobre sus patologías bases. Además, porque sufrió un accidente del cual está muy enferma y también necesita del cuidado de su esposo y para que le ayude con sus hijos.
La actora precisa que el 14 de abril de 2020, el Gobierno Nacional promulgó el Decreto Legislativo No. 546 y adopto las medidas para sustituir la pena de prisión y la medida de aseguramiento de detención preventiva en establecimientos penitenciarios y carcelarios por la prisión domiciliaria y la detención domiciliaria transitorias en el lugar de residencia a personas que se encuentran en situación de mayor vulnerabilidad frente al COVID- 19; sin embargo, por las exclusiones que se incorporan en el Decreto No. 546 de 2020, se estima que saldrían de los centros de reclusión un aproximado de no más 2000 presos, lo cual no sería siquiera el 2% de la población reclusa en nuestro país, generando que el hacinamiento continúe latente. Además, la poca cantidad de personas que saldrán de prisión, se debe a que en el Decreto se mantiene la prohibición de beneficios de subrogados penales contenida en el artículo 68 A de la Ley 599 de 2000 para una inmensa cantidad de delitos, además de la prohibición que establece en el parágrafo del artículo 314, el cual se encuentra en la Ley 906 de 2004 y en donde se prohíbe de forma expresa la sustitución de la detención preventiva en establecimiento carcelario por detención domiciliaria.
La accionante narra que su cónyuge no fue cobijado con el beneficio de la norma antes señalada, ya que el delito por el cual se encuentra siendo procesado hace parte de estas prohibiciones, lo que atenta gravemente contra el derecho fundamental a la salud y pone en peligro inminente la vida del mismo, toda vez que el virus está propagándose muy rápidamente y la probabilidad de que llegue al lugar donde se encuentra es casi que absoluta; en el evento de que ello suceda, necesariamente se contagiaría del virus, aunado al hacinamiento de la cárcel, las solicitudes no avanzan en los despachos judiciales y en el tema de mi salud en el establecimiento no le saca a las remisiones que tiene pendiente con los especialistas..

En el acápite de pretensiones, la señora Lorena del Carmen Díaz solicitó:
“TUTELAR los derechos fundamentales invocados y como Consecuencia de lo anterior, CONCEDER la sustitución de la detención preventiva en establecimiento carcelario por la domiciliaria, que para ello es en CALLE 42 CON CRA 36-31 INT 301 del municipio de Medellín, con el fin de prevenir un contagio masivo del COVID-19 al interior del centro de reclusión en el que se encuentra mi esposo, evitando de esta forma un perjuicio irremediable de mis derechos fundamentales.

En virtud de lo anterior y teniendo en cuenta el artículo 30B de la Ley 65 de 1993, ORDENAR que el traslado de mi esposo se realice garantizando mis derechos fundamentales a la vida, integridad personal y dignidad humana.

ORDENAR al INPEC aplicar la Directiva transitoria 000009 relativa a la detención, prisión domiciliaria y vigilancia electrónica, expedida en el marco de la declaración de la emergencia carcelaria.

TUTELAR los demás derechos fundamentales que estime pertinentes, además de emitir las órdenes que considere pueda ayudar a salvaguardarlos además que se le ordene al juez tercero de ejecución de penas y medidas de seguridad de Pereira realice las gestiones necesarias para resolver mi acumulación jurídica de penas y el estudio de la prisión domiciliaria por padre cabeza de hogar las cuales ya están radicadas en su despacho y no hay respuesta alguna a la fecha lo cual lesiona mi derecho al acceso a la justicia en un término no superior a 48 horas.

TUTELAR mi derecho a la salud donde se obligue a la Fiduprevisora y al USPEC garantizarme mis tratamientos médicos pendientes y que a la fecha de hoy no se me han realizado las remisiones en harás de garantizar mi vida y mi salud, además que se me brinden los elementos de aseo y bioseguridad para en ultimas hacer prevención frente al tema del COVID-19 en la cárcel la 40.”
La accionante allegó con la demanda de tutela, copias de  los siguientes documentos: i) escrito del 17 de abril de 2020 emitida por el señor William de Jesús Vélez Marín  por medio del cual solicitó al Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad la concesión del beneficio de la prisión domiciliaria transitoria establecida en el Decreto 546 de 2020 o la prisión domiciliaria como padre cabeza de hogar con base en la Ley 750 de 2002, ii) constancia del envío de la anterior solicitud a los correos electrónicos del área jurídica de la cárcel de Pereira y del J3EPMS de esta ciudad, iii) escrito que dice constancia de arraigo familiar, iv) solicitud de acumulación jurídica de penas elevada por el señor William de Jesús Vélez Marín al J3EPMS con fecha de radicación el 9 de marzo de 2020, v) cédulas de ciudadanías del señor Vélez Marín y de la señora Lorena del Carmen Díaz Tapias, vi) tarjetas de identidad de dos menores de edad E.M.C.D., J.D.T. y J.J.R.Y., vii) declaración extraprocesal de la señora Lorena del Carmen Díaz Tapias, viii) oficio No.186 del  6 de febrero de 2020 del Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Bucaramanga a través del cual le informó al señor Vélez Marín que su proceso fue enviado a los JEPMS de Pereira por competencia, ix) escrito del 30 de abril de 2020 por medio del cual el señor William de Jesús Vélez Marín sustenta el recurso de apelación en contra de la decisión  del J3EPMS de esta ciudad que negó la prisión domiciliaria transitoria y x) constancia de envío del anterior escrito a los correos electrónicos del J3EPMS y del área jurídica de la cárcel de Pereira.
3. RESPUESTA A LA ACCIÓN DE TUTELA
        

3.1.  JUZGADO 3º DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE PEREIRA  
Su titular informó que ese Despacho vigila la condena del proceso con número interno 2020-42533, por el delito de tentativa de hurto agravado, condenado a 18 meses por el Juzgado Segundo Penal Municipal de Bucaramanga.  En tal sentido, el 24 de abril de 2014 (sic) mediante auto interlocutorio número 599, se resolvió de forma negativa la petición de prisión domiciliaria conforme al dispuesto por el decreto legislativo No 546 del 14 de abril de 2020, en razón a expresa prohibición del decreto en mención y al hecho de registrar antecedentes penales.  Dicha decisión fue recurrida y en auto interlocutorio número 795 de fecha 4 de junio de 2020 no se repuso la decisión tomada el 24 de abril del presente año.

Adjuntó copia de los autos interlocutorios del 24 de abril de 2020, por medio del cual niega la prisión domiciliaria transitoria al señor William de Jesús Vélez Marín y del 4 de junio de 2020 en el que resolvió no reponer lo decidido el 24/04/2020.

3.2. UNIDAD DE SERVICIOS PENITENCIARIOS Y CARCELARIOS – USPEC 
Explicó el despliegue de todas las actividades necesarias para atender la Pandemia que la USPEC viene realizando y que la decisión e implementación de medidas de traslado de sitios de reclusión la USPEC no es competente, toda vez que  el sistema jurídico encargó a los Jueces de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad el manejo de la vigilancia de la ejecución de la sentencia y, por tanto, una vez determinen que se reúnen los requisitos de naturaleza legal y constitucional, son los competentes para decretar la ejecución material de la pena en un establecimiento carcelario o, por el contrario, conceder la sustitución de la prisión intramural por domiciliaria.
Relacionó las normas relacionadas con las medidas extraordinarias adoptadas por el Ministerio de Justicia y del Derecho para la sustitución de la prisión intramural por prisión domiciliaria a la población privada de la libertad con ocasión a la prevención y del Covid- 19 y que acogió a los lineamientos adoptados por el Ministerio de Salud y la Protección Social para reducir la expansión de enfermedad coronavirus COVID-19, para hacer realidad el otorgamiento de la prisión o detención domiciliarias frente a personas con especial situación de vulnerabilidad, y para delitos que incluso en el sistema ordinario tendrían la posibilidad de acceder a estas medidas conforme al Decreto 546 del 14 de abril de 2020 establece unos requisitos para acceder a la medida de prisión domiciliaria de manera transitoria

Aclaró que una vez puesto de presente lo que establece el Decreto 546 del 14 de abril de 2020, se puede observar que dentro del marco de las funciones de la UNIDAD DE SERVICIOS PENITENCIARIOS Y CARCELARIOS USPEC, nunca se le ha asignado la competencia relacionada con lo que requiere el accionante, atribución esta que recae directamente sobre los Jueces de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad que conozca de la causa en asocio con el INPEC quien se encargará del traslado en caso de otorgársele la medida de prisión domiciliaria.
En caso que el procedimiento o tratamiento extramural se requiera de manera inmediata por encontrarse en riesgo la vida del paciente, los procedimientos que requieran autorizaciones de carácter administrativo podrán realizarse con posterioridad a la prestación del servicio.  En este orden de ideas, la USPEC desde el momento de su creación, ha venido periódicamente suscribiendo, como se lo exige la ley, contratos de fiducia mercantil, con el propósito que el contratista maneje los recursos del Fondo Nacional para la Salud de las PPL, y sea este quien con base en los contratos que efectúe con las instituciones prestadores del servicio de salud, garanticen el derecho fundamental a la población privada de la libertad, según las normas legales señaladas en el Decreto  4150 de 2011. En tal virtud, el último contrato firmado por la USPEC, con base en sus competencias legales, fue el Contrato de Fiducia Comercial No 145 de 2019. Así las cosas, el consorcio Fondo de Atención en Salud PPL conformado por la Fiduprevisora SA y Fiduagraria SA, siendo las únicas entidades que cuentan con las características que exige la ley, manifestaron su voluntad de continuar con manejando los recursos del Fondo referido, con el objeto de prestar la atención en salud de las PPL.
Solicitó: i) no tutelar a la UNIDAD DE SERVICIOS PENITENCIARIOS Y CARCELARIOS – USPEC, los derechos fundamentales incoados por el accionante, señor WILLIAM DE JESÚS VÉLEZ MARÍN, por cuanto no ha vulnerado el derecho fundamental a la vida alegado, por el contrario, ha desplegado todas las competencias extraordinarias y que están a su alcance a fin de contrarrestar en lo que fuere posible los efectos de un virus totalmente desconocido para la humanidad, orientadas a suplir las necesidades derivadas de la pandemia COVID-19 en beneficio de la PPL, adoptando planes de contingencia para prevenir, detectar, contener y en su momento tratar la enfermedad COVID-19 en los establecimientos penitenciarios y carcelarios a cargo del INPEC y ii)  desvincular de la acción constitucional a la USPEC por carecer de legitimación en la causa por pasiva frente a las pretensiones por ser competencias exclusivas del INPEC, y de los Jueces de Ejecución de Penas y Medidas De Seguridad
3.3. DIRECCIÓN GENERAL DEL INSTITUTO PENITENCIARIO Y CARCELARIO INPEC
Consideró que conforme a las apreciaciones de tipo legal y reglamentario la DIRECCION GENERAL DEL INPEC no tiene legitimación en la causa, ya que los hechos que denuncia el actor no tiene nada que ver con esa entidad y como se evidencia en el escrito de tutela, el actor no denuncia ninguna violación de derechos fundamentales contra esta institución. 

Resaltó que ni el INPEC ni los Establecimiento de Reclusión conceden detención domiciliaria sin embargo a la fecha y frente a la alerta a nivel mundial sobre el nuevo virus denominado SARS-CoV-2 causante de la enfermedad conocida como COVID-19, la DIRECCIÓN GENERAL DEL INPEC emitió la Directiva 000004 de fecha 11 de marzo de 2020 dirigida a las DIRECCIONES REGIONALES, DIRECTORES Y SUBDIRECTORES DE LOS ERON, en la cual se hace una actualización de las medidas sanitarias que se recomienda sean implementadas en cada uno de los establecimientos de reclusión a cargo del INPEC y dependencias, así como a los funcionarios y personas privadas de la libertad para disminuir el riesgo de contagio de la enfermedad y para dar manejo a los casos probables o confirmados. La coordinación de la implementación de estas medidas queda a cargo del Director del Establecimiento de Reclusión y de los jefes de las demás dependencias. 

Se refirió a las medidas que se tomaron para sustituir la pena de prisión y la medida de aseguramiento de detención preventiva en establecimientos penitenciarios y carcelarios por la prisión domiciliaria y la detención domiciliaria transitorias en el lugar de residencia a personas que se encuentran en situación de mayor vulnerabilidad frente al COVID-19, según disposición del Decreto legislativo número 546 del 14 de abril de 2020, para concluir que el INPEC ha realizado las recomendaciones y acciones pertinentes para la contención y tratamiento de posibles casos de COVID 19 en los ERON del país de igual manera se está trabajando para sacar el listado de personal privado de la libertad que saldrá en detención domiciliaria transitoria hasta tanto el Gobierno Nacional lo determine.  

Señaló las funciones y competencias del INPEC y las diferentes entidades estales contratadas para brindar a la población privada de la libertad una asistencia en salud y demás servicios que requieran, las cuales se encuentran enlistadas en decreto 4150 de 2011, decreto 1069 de 2015 y  decreto 1142 de 2016, para concluir que la Dirección General del INPEC no ha vulnerado, no está afectando, ni amenaza restringir los derechos fundamentales mencionados en el escrito de tutela de WILLIAM DE JESUS VELEZ MARIN , habida cuenta que  a la Dirección General del INPEC no le corresponde atender las pretensiones del mismo,  ni le corresponde velar por la ejecución de la pena privativa de la libertad proferida mediante sentencia penal condenatoria de la población reclusa, máxime que la petición del actor versa sobre competencias legales y constitucionales distintas a las atribuidas o designadas al INPEC, por tanto, dicha pretensión recae sobre asuntos de competencia exclusiva de las autoridades judiciales. 

Solicitó que se declare improcedente la presente acción de tutela y se niegue el amparo tutelar deprecado por el accionante frente a la DIRECCIÓN GENERAL DEL INPEC, toda vez que no se advierte conducta alguna que pueda colegirse la vulneración o puesta en peligro de los derechos fundamentales referidos; en consecuencia, se desvincule al INPEC de este trámite.
Allegó copia del Resolución  No.11144 del 27 de marzo de 2020 por medio de la cual se declaró el estado de emergencia penitenciaria y carcelaria en los centros de reclusión del orden nacional del INPEC.
3.4. DIRECCION DEL ESTABLECIMIENTO PENITENCIARIO Y CARCELARIO DE PEREIRA
Informó que revisada la cartilla biográfica del accionante, se observa que se encuentra en situación jurídica de condenado por el delito de hurto agravado, condenado a 18 meses de prisión y cargo del Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad.

Explicó que el competente para conceder la prisión domiciliaria es un juez de la república, en este caso el juez de ejecución de penas, y al INPEC le corresponde el control para que el privado de la libertad cumpla con las condiciones de las medidas impuestas y de conceder la prisión domiciliaria, deberá realizar las visitas periódicas a la residencia del condenado, e informará al despacho judicial sobre el cumplimiento de la pena.

Consideró que el actor está excluido del beneficio reclamado, según lo dispuesto Decreto Legislativo No. 546 de 2020.

Informó que a la fecha no hay contagios en la cárcel de varones de Pereira ni en el personal administrativo ni el personal privado de libertad.

Solicitó desvincular al establecimiento carcelario de Pereira de este trámite constitucional.

3.5.  El Consocio Fondo de Atención en Salud PPL - Fiduprevisora

Envió copia de las actas que relaciona la entrega de insumos al centro carcelario de Pereira, tales como termómetros digitales, alcohol y guantes.

4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción constitucional, de acuerdo a lo establecido en el  artículo 1º del Decreto 1382 de 2000 que señala que cuando la acción de tutela se promueva contra un funcionario o corporación judicial le será repartida al respectivo superior funcional del accionado, que en este caso viene a ser esta Colegiatura.

4.2. Problema jurídico
Corresponde a esta Sala determinar si las autoridades judiciales accionadas y vinculadas a este trámite vulneraron algún derecho fundamental al señor William de Jesús Vélez Marín conforme lo señaló la señora Lorena del Carmen Díaz, que amerite la concesión del amparo o si la demanda es improcedente por configurarse alguna de las causales contempladas en el Decreto 2591 de 1991.
4.3. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acción u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.   Por ello se ha sostenido que la tutela es subsidiaria, en cuanto no procede cuando el ordenamiento prevé otro mecanismo para la protección del derecho invocado; residual, en la medida en que complementa aquellos mecanismos previstos en el ordenamiento que no son suficientes o que no resultan verdaderamente eficaces en la protección de los derechos fundamentales e informal, porque se tramitan por esta vía las violaciones o amenazas de los derechos fundamentales que dada su evidencia y simplicidad no requieren la confrontación propia de un proceso ante la justicia ordinaria. Debe agregarse además, que la tutela, está destinada a proteger situaciones individuales frente a aquellas actuaciones u omisiones que constituyan una efectiva amenaza u ofensa concreta frente a una persona determinada. 

4.4.  La acción de tutela no es, por tanto, un medio alternativo, ni menos adicional o complementario para alcanzar el fin propuesto; tampoco puede afirmarse que sea el último recurso al alcance del actor, ya que su naturaleza, según la Constitución, es el de único medio de protección, precisamente incorporado a la Carta con el fin de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas una plena protección de sus derechos esenciales, tal y como lo ha expuesto la Corte Constitucional así: 

“… también se concibe como una medida judicial subsidiaria y residual, en tanto que sólo procede en ausencia de otros mecanismos de defensa judicial, a menos que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable y mientras se puede acudir a las acciones y recursos ordinarios. Por lo mismo es claro que el constituyente no consagró con la tutela una vía procesal alternativa o paralela a las comunes para hacer valer los derechos, de manera que únicamente podrá utilizarse la figura en cuanto el interesado carezca de otra vía procesal para defender un derecho fundamental, y sólo esta clase de derechos…” 

4.5.  Ahora bien, el Decreto 2591 de 1991 en su artículo 10 consagró lo relativo a la legitimidad e interés para promover la acción de tutela, así: “La acción de tutela podrá ser ejercida, en todo momento y lugar, por cualquiera persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien actuará por sí misma o a través de representante. Los poderes se presumirán auténticos.

También se pueden agenciar derechos ajenos cuando el titular de los mismos no esté en condiciones de promover su propia defensa. Cuando tal circunstancia ocurra, deberá manifestarse en la solicitud. También podrán ejercerla el Defensor del Pueblo y los personeros municipales.”  (Subrayas propias)

4.6. En relación con la legitimación en la causa por activa en la acción de tutela, la Corte Constitucional indicó que se configura en los siguientes casos:
“(i) cuando la tutela es ejercida directamente y en su propio nombre por la persona afectada en sus derechos; (ii) cuando la acción es promovida por quien tiene la representación legal del titular de los derechos, tal como ocurre, por ejemplo, con quienes representan a los menores de edad, los incapaces absolutos, los interdictos y las personas jurídicas; (iii) también, cuando se actúa en calidad de apoderado judicial del afectado, “caso en el cual el apoderado debe ostentar la condición de abogado titulado y al escrito de acción se debe anexar el poder especial para el caso o en su defecto el poder general respectivo”; (iv) igualmente, en los casos en que la acción es instaurada como agente oficioso del afectado, debido a la imposibilidad de éste para llevar a cabo la defensa de sus derechos por su propia cuenta, como sucede, por ejemplo, con un enfermo grave, un indigente, o una persona con incapacidad física o mental. Finalmente, (v) la acción de tutela puede ser instaurada a nombre del sujeto cuyos derechos han sido amenazados o violados, por el Defensor del Pueblo, los personeros municipales y el Procurador General de la Nación, en el ejercicio de sus funciones constitucionales y legales.” (Subrayas propias)
4.7.  No obstante la informalidad y subsidiariedad de la acción de tutela, con ella se busca la protección de derechos personalísimos y es claro que en principio debe ser interpuesta directamente por el afectado.  Ahora bien, el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991 señala que quien crea que sus derechos están siendo vulnerados podrá interponer la acción constitucional por medio de agente oficioso para lo cual se exigen unos requisitos normativo, tal como lo indicó la Corte Constitucional cuando estableció que
: 

“(i) el agente oficioso manifieste que actúa como tal; (ii) del escrito de tutela se infiera que el titular del derecho está imposibilitado para ejercer dicha acción, ya sea por circunstancia físicas o mentales; (iii) el titular del derecho debe ratificar lo actuado dentro del proceso y (iv) la informalidad de la agencia, es decir, no requiere que exista relación formal entre el agente y el agenciado
. “Esta figura se encuentra limitada por la prueba del estado de vulnerabilidad del agenciado. Esto garantiza la autonomía de la voluntad de la persona que tiene la capacidad legal para ejercicio sus derechos fundamentales por sí misma”
.
Las exigencias relacionadas con la advertencia de estar actuando como agente oficioso y la imposibilidad de que el agenciado no puede ejercer el derecho, según lo ha establecido la Corte son requerimientos “constitutivos y necesarios para que opere esta figura”. La ratificación por el titular se presenta cuando este realiza verdaderos actos inequívocos de estar de acuerdo con la acción y esa actitud sustituye al agente oficioso. Por último, la informalidad es un elemento interpretativo, para denotar que no se precisa de relación alguna entre el agenciado y el agente.

3.6. En el evento de configurarse las características mencionadas, se perfecciona la figura de la agencia oficiosa y, por supuesto, la legitimación en la causa por activa. En ese sentido, el juez constitucional está obligado a analizar el fondo del asunto. Por el contrario, si los requisitos no convergen, se rechazará de plano la acción o simplemente, en la sentencia, no se concederá el amparo solicitado.

3.7. No obstante, en virtud del principio de eficacia de los derechos fundamentales, cuando en el escrito de tutela no se pone de presente que el agente actúa oficiosamente, ni que el agenciado por sus condiciones físicas o psíquicas no puede interponer la acción, es deber del funcionario judicial examinar las circunstancias que determinaron esa situación y decidir con base en ellas
. En torno al análisis que debe realizarse para decidir si el agenciado se encuentra o no en imposibilidad de interponer directamente la tutela, la Corte ha considerado:

“El ejercicio valorativo que implica definir si el agenciado se encuentra en incapacidad de interponer por sí mismo la acción, desborda el marco estricto de lo que legalmente constituye la capacidad
 y ha de tener en cuenta también factores diferentes como, por ejemplo, el estado de salud del interesado. Se sigue ello de la expresión misma contenida en el inciso 2º del artículo 10º del Decreto 2591 de 1991, que indica: “…cuando el titular de los mismos no esté en condiciones de promover su propia defensa….”; generando de ésta manera una amplia órbita de hipótesis que se adecúan a lo preceptuado por la norma. Así pues, aunque quien crea lesionados sus derechos fundamentales sea mayor de edad y tenga pleno uso de sus facultades mentales, si se encuentra en un estado de postración tal que le impide movilizarse o por motivos de fuerza mayor (peligro de muerte, por ejemplo) no puede abandonar el lugar de su domicilio, se entenderá incapacitado para interponer por sí mismo la acción de amparo constitucional y un agente oficioso podrá hacerlo en su nombre”
.

4.8.  La jurisprudencia constitucional con relación a la agencia oficiosa, también señala que en los casos de las personas privadas de libertad merecen una “interpretación generosa no solo en atención a que el sistema penitenciario fue declarado en un estado de cosas inconstitucional”
, sino porque los reclusos tienen limitados algunos de sus derechos fundamentales, lo cual los hace sujetos de especial protección y, por lo mismo, en algunos eventos, se encuentran incapacitados para solicitar el amparo de manera directa y en la Sentencia T-1168 de 2003, la Corte Constitucional consideró:

“La Corte ha explicado que los reclusos se encuentran en una situación de debilidad manifiesta
 que determina la obligación estatal de proteger y hacer efectivos sus derechos (C.P., artículo 13). Y, en este orden de ideas, el Estado es responsable de garantizar el goce de los derechos fundamentales de los reclusos que no hubieren sido suspendidos o limitados en razón de la pena impuesta, so pena de comprometer su responsabilidad patrimonial, disciplinaria o de cualquier otra índole
”.

4.8.1   Y en la Sentencia T-406 de 2017 la Corte Constitucional reconoció la  procedencia de la agencia oficiosa, cuando se evidencia la imposibilidad del agenciado para interponer la acción de tutela y relacionó las siguientes sentencias de esa misma Corporación:

“(…)  en la Sentencia T-412 de 2009 se analizó el caso de la señora María de las Mercedes Barrios Torres quien interpuso tutela en representación de su hija que se hallaba privada de libertad y “en situación de aislamiento” al momento de presentar la acción, con la cual pretendía el traslado de centro penitenciario. En este evento se consideró que la madre de la reclusa tenía legitimación por activa para reclamar los derechos a la dignidad, a la vida, a la salud y a la unidad familiar de la hija que se hallaba incomunicada.

(…)  Del mismo modo, en sentencia T-347 de 2010 se conoció de una acción de tutela interpuesta, a través de apoderado, por el padre de una capturada con fines de extradición, la cual tenía problemas depresivos –ansiedad y trastornos de personalidad- con el objeto de obtener el amparo de los derechos fundamentales a la vida, a la salud y a la integridad personal de la misma, presuntamente vulnerados por la Fiscalía General de la Nación y el INPEC, por no ordenar su traslado a un centro especializado en salud mental.  En este caso, la Corte consideró que la reclusa, en razón a los quebrantos de salud debidamente diagnosticados por el médico, no estaba en condiciones de promover la tutela, por lo tanto, su progenitor se hallaba legitimado para actuar en su nombre y representación.

3.10. Igualmente, en la sentencia T-750A de 2012 se analizó el caso de una señora que tenía a su hijo recluido en un centro penitenciario, condenado por el delito de porte de estupefacientes. La pretensión de la madre era que se le dejara en libertad porque padecía de retraso mental moderado, no podía entender lo que sucedía y, en esas condiciones, se allanó a los cargos. Para demostrar esa discapacidad se allegaron los conceptos médicos y el dictamen que determinó la pérdida de capacidad laboral en un 50,35%. En ese orden, la Sala Tercera de Revisión, consideró que la progenitora estaba legitimada para interponer la acción tuitiva dada “la discapacidad cognitiva” y que se encontraba en prisión.

(…)
3.12. Finalmente, en sentencia SU-288 de 2016 la Sala Plena conoció el caso de dos señoras que fueron condenadas por los delitos de hurto calificado y porte ilegal de arma de fuego. Una de ellas otorgó poder a un profesional del derecho para que interpusiera acción de tutela por violación al debido proceso. El abogado dijo actuar como agente oficioso de la otra mujer, en la medida que no había podido hallarla y por eso no podía solicitar el amparo de manera personal. En este evento, la Corte no reconoció la figura del agente oficioso, porque no observó voluntad de la agenciada para interponer la tutela. Además, no se demostró la imposibilidad física o mental de la titular del derecho para solicitar directamente el amparo constitucional, ya que “el hecho de que no haya sido posible ubicar a la agenciada no es argumento suficiente para concluir que la señora Consuelo Isabel Díaz, quien se encuentra condenada penalmente, no se encuentra en condiciones físicas o mentales para presentar la acción de tutela, y mucho menos que es una persona en condición de vulnerabilidad, cuando existe una condena vigente en su contra, y no se tiene conocimiento de que en la actualidad estuviere cumpliendo la pena impuesta”. 

4.9.  De conformidad con la jurisprudencia antes relacionada, esta Sala considera que la señora Lorena del Carmen Díaz Tapias no está legitimada por activa para solicitar el amparo de los derechos fundamentales a la salud, vida digna, petición, acceso a la administración de justicia y debido proceso invocados a nombre del señor William de Jesús Vélez Marín, aun cuando en la demanda de amparo manifestó obrar en calidad de agente oficiosa de su esposo, toda vez que de las pruebas allegadas no se puede inferir que el señor Vélez Marín se encuentre imposibilitado o tenga dificultades para interponer la acción de tutela en nombre propio, ni tampoco el titular de los derechos se ratificó de lo actuado por la señora Díaz Tapias dentro de este trámite.
4.10.  A la anterior conclusión se llega del análisis tanto de los elementos materiales probatorios que se anexaron con la demanda de tutela como de las circunstancias fácticas, habida cuenta que el señor William de Jesús Vélez Marín ha ejercido de manera directa sus derechos que le asisten como condenado, pese a estar recluido en la cárcel de varones de Pereira, lo que se deduce de la petición que dirigió al Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira con fecha del 17 de abril de 2020, solicitando la concesión de la prisión domiciliaria transitoria por la emergencia de la pandemia  y del recurso de “apelación” (sic) sustentado en un escrito del 30 de abril de 2020 en contra de lo resuelto por el despacho accionado aludido, aunque el único recurso que permite el Decreto 546 de 2020 es el de reposición, conforme al inciso 2º del artículo 8º. 
4.11.  Significa entonces, que el señor Vélez Marín a pesar de encontrarse privado de la libertad, no ha visto obstaculizado el ejercicio autónomo y directo de sus derechos, acudiendo a solicitudes y recursos puestos a su alcance. Además, como se dijo anteriormente no obra en el expediente medio de prueba que lleve a la convicción de establecer que en esta oportunidad el señor Vélez Marín estaba imposibilitado para acudir directamente ante el juez constitucional, ni existe ratificación de su parte respecto de la demanda de tutela interpuesta por su cónyuge.
4.12.  No obstante lo acabado de determinar, si en gracia de discusión se aceptara que existe legitimación en la causa por activa de la señora Lorena del Carmen Díaz Tapias, como quiera que en el asunto objeto de estudio tiene que ver con la inconformidad del accionante frente a lo decidido por el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, resulta necesario señalar que la posibilidad de demandar determinaciones  judiciales por vía de tutela no ha sido un asunto pacífico en el ámbito judicial. Sin embargo, en la jurisprudencia pertinente se ha indicado que se puede controvertir una decisión judicial por esta vía cuando ella constituye lo que se conoce como una vía de hecho, para lo cual se hace necesario citar lo expuesto por la Corte Constitucional sobre el tema así:

“ (…) es posible que ciertas actuaciones de los jueces, aunque bajo el ropaje o disfraz de providencias, no sean tales sino verdaderas vías de hecho, para llegar a las cuales se  adoptan medios ostensiblemente contrarios  al ordenamiento jurídico, bien por utilización de un poder para un fin no previsto,  en la legislación, (defecto sustantivo), bien por ejercicio de la atribución por un órgano distinto a su titular o excediendo la misma  (defecto orgánico), por la aplicación del derecho sin contar con el apoyo de los hechos determinantes  del supuesto legal ( defecto fáctico), o bien por la actuación al margen del procedimiento establecido (defecto procedimental)”.

4.13. De acuerdo con lo anterior, la Corte Constitucional en la Sentencia C-590 de 2005 exige ciertos requisitos, unos genéricos y otros específicos, cuyo cumplimiento está obligado el demandante a acreditar: 

“Según la precitada sentencia, son requisitos generales de procedencia los siguientes: (i) que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado todos los medios ordinarios y extraordinarios de defensa judicial al alcance de la persona afectada; (iii) que se cumpla el requisito de la inmediatez; (iv) que, ante una irregularidad procesal, el defecto tenga un efecto decisivo o determinante en la sentencia; (v) que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y (vi) que no se trate de sentencias de tutela.

Mientras que, en punto de las exigencias específicas, se han establecido las que a continuación se relacionan: 

i) 
Defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la providencia impugnada carece absolutamente de competencia para ello. 
ii) 
  Defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido.

iii) Defecto fáctico, el cual surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión.

iv)
 Defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide con base en normas inexistentes o inconstitucionales (Corte constitucional, sentencia T-522/01) o que presentan una evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión; 

v) 
Error inducido, el cual surge cuando el juez o tribunal fue víctima de un engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una decisión que afecta derechos fundamentales.

vi) 
Decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los funcionarios judiciales de explicitar los fundamentos fácticos y jurídicos de sus decisiones, en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional.
vii) 
Desconocimiento del precedente, hipótesis que se presenta, por ejemplo, cuando la Corte Constitucional establece el alcance de un derecho fundamental y el juez ordinario aplica una ley limitando sustancialmente dicho alcance. En estos casos la tutela procede como mecanismo para garantizar la eficacia jurídica del contenido constitucionalmente vinculante del derecho fundamental vulnerado (Corte Constitucional, sentencias T-462/03; SU-1184/01; T-1625/00 y T-1031/01). 

viii) 
Violación directa de la Constitución. (…)”
4.14. En el sub examine, se advierte que el frente a la solicitud del 17 de abril de 2020 del señor William de Jesús Vélez Marín tendiente a que se le concediera el subrogado de la prisión intramural por domiciliaria para evitar el contagio del virus COVID 19, la Sala debe poner de presente que precisamente con ocasión de la llegada al país de la aludida pandemia, el Gobierno declaró un estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica en todo el territorio nacional por medio del Decreto 417 de 2020, y en el marco de dicho precepto, expidió con posterioridad el Decreto Legislativo 546 del 14 de abril de 2020, con el fin principal de evitar en la medida de lo posible su propagación entre las personas privadas de la libertad en los distintos centros penitenciarios, de reclusión y carcelarios de Colombia, de allí que se haya ocupado de establecer directrices específicas de carácter transitorio para la concesión de la sustitución de la pena de prisión o de las medidas de aseguramiento de detención preventiva por domiciliaria, a todos aquellos privados de la libertad que no se encuentren excluidos según el listado del  artículo 6º de dicho Decreto.
4.14. Por su parte, el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, por ser el competente, emitió el auto interlocutorio  el 24 de abril de 2020 en el que negó al señor William de Jesús Vélez Marín la prisión domiciliaria transitoria al considerar que si bien era cierto  el delito por el cual el señor Vélez Marín había sido condenado fue el de hurto agravado, todavía no había cumplido el 40% de la pena impuesta y además, porque el mismo tenía antecedentes penales por conductas delictivas  iguales a las que ahora vigila el juez ejecutor accionado. Dicha decisión fue recurrida por el señor William de Jesús Vélez Marín y el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira no repuso lo resuelto.
4.15.  Conforme a lo anterior, la Sala considera que el señor Vélez Marín tuvo la oportunidad de utilizar los recursos establecidos en la ley para impugnar la decisión a través de la cual se despachó desfavorable su pretensión, es decir, que al mismo se le brindaron las garantías fundamentales previstas en el artículo 29 de la C.P. y en la Ley 906 de 2004. Además, esta  Sala no advierte la existencia de una vía de hecho en lo decidido por el funcionario demandado que conlleve la vulneración de las garantías fundamentales de la accionante, toda vez que no se acreditó en debida forma alguna de las causales de procedencia especiales o materiales del amparo tutelar contra las sentencias judiciales y que tienen que ver con el defecto orgánico, defecto procedimental absoluto, defecto fáctico, defecto material o sustantivo, error inducido, decisión sin motivación, desconocimiento del precedente o violación directa de la Constitución.  Al respecto, la Corte Constitucional ha referido lo siguiente:
“Es importante advertir que, actualmente la configuración de una vía de hecho no sólo deviene del desconocimiento grosero y protuberante del orden jurídico por parte de las autoridades en sus providencias, sino que también puede estructurarse cuando el juez desconoce el precedente judicial o, si en desarrollo de su labor interpretativa le resta efectividad a los derechos fundamentales. Por ejemplo, la sentencia T-774 del 2004 refirió acerca de la evolución jurisprudencial sobre el concepto de las vías de hecho, ahora denominadas “causales genéricas de procedibilidad contra providencias judiciales”, dijo lo siguiente:

 

“…el concepto de vía de hecho, en el cual se funda la presente acción de tutela, ha evolucionado en la jurisprudencia constitucional. La Corte ha decantado los conceptos de capricho y arbitrariedad judicial, en los que originalmente se fundaba la noción de vía de hecho. Actualmente no “(…) sólo se trata de los casos en que el juez impone, de manera grosera y burda su voluntad sobre el ordenamiento, sino que incluye aquellos casos en los que se aparta de los precedentes sin argumentar debidamente (capricho) y cuando su discrecionalidad interpretativa se desborda en perjuicio de los derechos fundamentales de los asociados (arbitrariedad). Debe advertirse que esta corporación ha señalado que toda actuación estatal, máxime cuando existen amplias facultades discrecionales (a lo que de alguna manera se puede asimilar la libertad hermenéutica del juez), ha de ceñirse a lo razonable. Lo razonable está condicionado, en primera medida, por el respeto a la Constitución”.
4.16. El principio de autonomía de la función jurisdiccional imposibilita revisar lo decidido por la simple circunstancia de no ser compartido por quien ahora formula el reproche, ya que en sede de la acción de tutela no es posible efectuar un nuevo análisis sobre el asunto discutido y pretender por esta vía imponer una posición particular, criterio igualmente sostenido por la Corte Constitucional al establecer que:  “el juez de tutela no puede entrar a valorar los medios de prueba que fueron objeto de análisis dentro de los procesos ordinarios pues solamente le corresponde verificar si, en la decisión del juez de instancia se hace evidente una irregularidad protuberante, el juez de tutela debe emitir las órdenes sobre los parámetros constitucionales necesarios para que el juez natural pueda corregir su error. En conclusión, los jueces de la República gozan de autonomía en sus decisiones y sus providencias no podrán ser desconocidas ni revaluadas por el juez constitucional, pues este último se debe limitar a determinar si existió o no una vulneración a los derechos fundamentales de los asociados y sólo en esos casos podrá emitir las órdenes al juez natural que permitan enmendar ese defecto.
”

4.17. Así las cosas,  la acción de tutela no puede convertirse en una especie de instancia adicional para debatir nuevamente lo que ya fue objeto de estudio, toda vez que sus valoraciones y decisiones se efectuaron conforme a la autonomía reconocida constitucionalmente, y una disparidad de criterio, como la plasmada en la demanda no puede ser fundamento para dejar sin valor y efecto lo resuelto por el juez natural  demandado. Por esta razón, el amparo invocado es improcedente.
4.18.  De todos modos, esta Sala consciente de la difícil situación que atraviesa el país ante la pandemia Covid-19, del estado de vulnerabilidad en que se encuentran los detenidos en las diferentes cárceles del país y con base en lo expuesto en la  demanda de tutela cuando se reiteró que el señor William de Jesús Vélez Marín está pendiente de unos tratamientos médicos, aun cuando no se especificaron cuáles ni para qué enfermedad concretamente, surge necesario exhortar a las entidades que conforman el Sistema Nacional Penitenciario y Carcelario
, las que para este asunto son el  Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario (Inpec) y la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios (Uspec) y de igual manera, el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL-Fiduprevisora S.A.
  que conjuntamente y bajo la coordinación de la Dirección del establecimiento penitenciario y carcelario de Pereira, realicen todos los trámites administrativos tendientes a brindar al señor William de Jesús Vélez Marín la atención médica necesaria y oportuna para el manejo de sus patologías. 
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución.  

RESUELVE

PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE la acción de tutela incoada por la señora Lorena del Carmen Díaz Tapias  por falta de legitimación en la causa por activa y por no cumplirse los requisitos que se exigen para instaurar demandas de amparo en contra decisiones judiciales.
SEGUNDO: EXHORTAR al Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC, la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios USPEC, el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL-Fiduprevisora S.A. que de manera conjunta y bajo la coordinación de la Dirección del establecimiento penitenciario y carcelario de Pereira, realicen todos los trámites administrativos tendientes a brindar al señor William de Jesús Vélez Marín la atención médica necesaria y oportuna para el manejo de sus patologías. 
TERCERO:   SE ORDENA notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. Si esta decisión no es impugnada se ordena el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE:

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
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�Sentencias T-700 de 2014 y � HYPERLINK "http://www.lexbase.biz/lexbase/jurisprudencia/tutelas/corte%20constitucional/1998/T0503de1998.htm" \o "Haga clic para abrir la Sentencia T-503 de 1998" �T-503 de 1998�, entre otras.


� Sentencias T-275 de 2009, T-573 de 2008, T-299 de 2007 y T-843 de 2005, entre otras.


� Ver arts. 1503 y 1504 del Código Civil.


� Sentencias T-681 de 2004 y T-017 de 2014.


� Sentencia T-153 de 1998.


� Cfr. Sentencia T-958 de 2002.


� Cfr. sentencias T-347 de 1993,  T-324 de 1994,  T-420 de 1994  y T-705 de 1996.


� Corte Constitucional. Sent. T-231 de 1994 


� Corte Constitucional Sentencia T-332 de 2006  


� Artículo 7º de la  Ley 1709 de 2014 “Por medio de la cual se reforman algunos artículos de la Ley 65 de 1993, de la Ley 599 de 2000, de la Ley 55 de 1985 y se dictan otras disposiciones


� artículo 66  de la Ley 1709 de 2014 “Por medio de la cual se reforman algunos artículos de la Ley 65 de 1993, de la Ley 599 de 2000, de la Ley 55 de 1985 y se dictan otras disposiciones
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